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posibilidad de rectificación prevista en el mencionado artículo se aplica a 

errores notorios de edición que correspondan a equívocos menores de cálculo, 

ortografía o tipeo. De tal modo, el sentido de la rectificación establecida en el 

mencionado artículo no debe confundirse con el objeto de una solicitud de 

interpretación de sentencia prevista en los artículos 67 de la Convención 

Americana y 68 del Reglamento, mediante la cual las partes pueden solicitar 

aclaraciones al Tribunal respecto al sentido o alcance de un fallo. En el 

presente caso, la solicitud de Brasil no se refiere a un eventual error de edición 

en la decisión que pudiera ser rectificado con base en el artículo 76 del 

Reglamento. Por el contrario, ante una supuesta anomalía de la entidad como 

la alegada por el Estado, la vía que podría resultar procedente a fin de 

esclarecer el sentido y el alcance del punto resolutivo octavo del Fallo sería 

una solicitud de interpretación de Sentencia, la cual debe ser interpuesta 

dentro de los noventa días a partir de la fecha de su notificación, plazo que ha 

sido ampliamente superado.”  

Por lo señalado resulta incomprensible que, a esta altura, la representación del Estado 

arremeta nuevamente con su ya acostumbrada actitud revictimizante contra el señor 

Nissen -varias veces evidenciada a lo largo de este proceso internacional- pretendiendo 

una vez más escamotearle una parte de lo que la Corte ha considerado JUSTO que se 

le pague en concepto de daño material.  

Y es más insólita aún la actitud de la representación del Estado, al pretender demostrar 

el supuesto  “ERROR DE LA CORTE” adjuntando datos confusos y desordenados que ya 

había presentado anteriormente, a los cuales ahora agregó -extemporáneamente- 

nuevas pruebas de recientes remuneraciones de la SENATUR abarcando hasta 

noviembre del 2022, pruebas que no habían sido incorporadas al expediente y que 

obviamente, al no existir en autos, no fueron consideradas en la fecha de la sentencia, 

para la adopción de la misma. 

Contrariamente a su intención de justificar la pertinencia del nuevo “descuento” de 

haberes pretendido por el Procurador General, la documentación que el mismo Estado 

acompaña a su pedido de “rectificación de error”, el único efecto que produce es 

evidenciar lo contrario, como notoria y monumental inconsistencia, al demostrar que 

los datos proveídos por el Estado incluyeron en algunos casos supuestos “salarios” 

superpuestos en el tiempo, y en otros remuneraciones percibidas simultáneamente en 

distintas Instituciones; inclusive confundiendo “salarios” con Honorarios Profesionales 

percibidos por el señor Nissen como Consultor Independiente, como es el caso que se 

evidencia  en las pag 6/7 y 7/7 del Informe de la Función Pública proveido por el Estado,  

como se explica más adelante. 
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Como puede verse en los gráficos anteriores, en este caso concreto, lo percibido por el 

señor Nissen NO FUERON SUELDOS correspondientes a un empleo permanente (como 

era el de Agente Fiscal); sino HONORARIOS PROFESIONALES POR CONSULTORÍA 

INDEPENDIENTE, DENTRO DEL MARCO DE UN PROYECTO DEL BANCO 

INTERAMERICANO DE DESARROLLO que apoyaba la implementación de una Unidad de 

Transparencia en el Ministerio de Obras Públicas.   En efecto, un CONSULTOR 

ESPECIALISTA NACIONAL contratado por la Unidad Ejecutora de un Proyecto financiado 

por el BID,  NO ES UN EMPLEADO PÚBLICO, como expresamente lo aclara la cláusula 

Vigésimo cuarta del Contrato de Servicios de Consultoría Nacional (siguiente gráfico); 

Consultoría para la cual el señor Nissen aplicó, fue seleccionado y contratado por la 

Unidad Ejecutora del Proyecto BID, bajo las normas del BID, bajo la figura de 

CONSULTOR, con carácter de CONTRATISTA INDEPENDIENTE, “y en ningún caso 

como funcionario del Gobierno o del BID; y sin sujeción a las reglas y 

reglamentos del organismo de ejecución”, como bien lo señala el contrato que 

adjuntamos a este escrito como referencia, cuyo párrafo pertinente incluimos a 

continuación:  

  

  

Esos HONORARIOS PROFESIONALES por CONSULTORÍA INDEPENDIENTE, por un total 

de G. 164.851.200, que según el Estado constituyeron supuestamente SALARIOS 

correspondientes a un Empleo Público, incidieron en el cálculo plasmado en la sentencia 

de la Corte, y fueron descontados del importe de salarios caídos que en virtud de la 

sentencia corresponde percibir al señor Nissen, como puede verse en el siguiente 

gráfico, que reproduce el numeral 145 ubicado al pie de la foja 38 de la Sentencia, que 

contiene el detalle del cálculo realizado por la Corte en aplicación de lo resuelto en el 

párrafo 127 de la decisión de la Corte.    
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